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ARBITRAJE POTESTATIVO COMO MECANISMO DE SOLUCIÓN DE CONFLICTO 








En la presente investigación se aborda el tema del arbitraje laboral potestativo como 
mecanismo de solución de conflictos en materia colectiva. Partiendo de la historia de la 
negociación colectiva en nuestro ordenamiento peruano, analizando los conflictos 
laborales individuales y colectivos desde los enfoques de su evolución en el marco 
normal y las relaciones colectivas dentro del marco y evolución de la normativa laboral 
en las relaciones colectivas. 
Es a partir de los diez últimos decretos supremos en materia de relaciones colectivas 
emitidos por el Ejecutivo en donde el arbitraje laboral inicialmente se podía desarrollar 
de manera voluntaria y obligatoria, siendo estas dos únicas aceptaciones, y actualmente 
se desarrolla el arbitraje laboral potestativo para lo cual las partes intervinientes: la 
organización sindical y el empleador deben cumplir ciertos requisitos señalados en la 
norma, ya que los conflictos laborales traen consigo nuevos comportamientos que 
deben ser regulados. El arbitraje laboral potestativo tiene sustento constitucional según 
el artículo 28° de la constitución que declara que el estado debe fomentar la negociación 
colectiva por lo que los empleadores deben negociar colectivamente con la organización 
sindical. 
El arbitraje es un medio alternativo de solución de controversias y en nuestra legislación 
tenemos por ejemplo que su marco general está en el Decreto Legislativo N° 1071, por 
otro lado en la disciplina del derecho laboral se encuentra el Reglamento de la Ley de 
 
1 Bachiller en Derecho por la Universidad Tecnológica del Perú. Lima – Perú. 
george.aries@hotmail.com 
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Relaciones Colectivas de Trabajo y su Texto Único Ordenado. El arbitraje laboral 
potestativo tiene por lo tanto sustento constitucional conforme a los acuerdos y tratados 
internacionales ratificados por el Perú siendo la Organización Internacional de Trabajo 
uno de ellos y gracias a los Convenios Colectivos N° 87, 98, 154 se ha desarrollado 
bastante jurisprudencia en el marco procedimental de reclamaciones interpuestos por 
las organizaciones sindicales. El arbitraje Potestativo se desarrolla de dos maneras; el 
causado e incausado, tema que desarrollaremos a detalle en la presente investigación. 
Palabras clave: negociación colectiva - conflictos laborales – arbitraje potestativo – 





In the present investigation, the topic of facultative labor arbitration is approached as a 
collective dispute resolution mechanism. Starting from the history of collective bargaining 
in our Peruvian legal system, analyzing individual and collective labor conflicts within the 
framework and evolution of labor regulations in collective relations. 
 
 
It is from the last ten supreme decrees in terms of collective relations issued by the 
Executive where labor arbitration could initially be developed voluntarily and compulsory, 
these being the only two acceptances, and currently optional labor arbitration is 
developed for which the parties involved: the union and the employer must meet certain 
requirements outlined in the standard, since labor disputes bring with them new 
behaviors that must be regulated. The optional labor arbitration has constitutional 
support according to article 28 of the constitution that declares that the state should 
promote collective bargaining so that employers must negotiate collectively with the 
union. 
 
Arbitration is a heterocompositive means of conflict resolution and is regulated by 
Legislative Decree No. 1071 in a general manner, and in the discipline of labor law is the 
Regulation of the Collective Labor Relations Act and its Single Ordered Text. The 
optional labor arbitration has constitutional support as it is protected in the fourth final 
and transitory provision of the constitution since the internal rules must be interpreted 
according to the international agreements and treaties ratified by Peru. The International 
Labor Organization is one of them and thanks to Collective Agreements No. 87, 98, 154 
have developed quite a lot of jurisprudence in the procedural framework of claims filed 
by the trade union organizations. Potestative arbitration takes place in two ways; the 
caused and uncaused, subject that we will develop in detail in the present investigation. 
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LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA. 
 
I.1. A nivel internacional a través de la Final Offer Arbitration 
 
(Cerón J, 2007, citado en Zappalá F, 2010, p.199) “La fórmula del arbitraje surge en la 
cultura de la edad griega hacia el año 520 a.c.”. Por ello es que se le reconoce 
históricamente a través de su nacimiento en Grecia, evidenciándose en todas las 
instituciones del derecho desde la Ley de las XII tablas, Derecho Romano y el Corpus 
Iuris Civilis, afianzándose en su evoluciona después de la Revolución Francesa y en la 
actualidad encontrándose presente en varias constituciones de Estado, es de advertir 
que esta evolución ha permitido que el arbitraje sirva. Contento A. afirma: 
“Que, en la última parte del siglo XVIII, se ha difundido el arbitraje como mecanismo 
para la resolución de conflictos colectivos de trabajo, precisando que inicialmente el 
indicado mecanismo fue voluntario, como lo concebían la ley francesa de 1892, lo que 
evidentemente está enmarcado como la conquista de los derechos de los trabajadores 
y por ende en la correspondiente la aparición de los sindicatos, indicándose que otra 
de las características es que además se contempló un procedimiento conciliatorio y de 
arbitraje voluntario orientado a conflictos colectivos en materia de contratos de trabajo”2. 
Es de señalar además que al igual que en otras legislaciones en el Perú también se 
evidencia su presencia, se regula no solo el arbitraje voluntario sino también el 
potestativo y siendo más estrictos actualmente en nuestra legislación podemos hablar 
del arbitraje potestativo causado e incausado. Así Massandro A. señala “Que se aplicó 
la conciliación y el arbitraje como un requisito de procedibilidad para la declaración de 
huelga La legislación francesa de 1936 aplico la conciliación y el arbitraje como requisito 
de  procedibilidad  para  la  declaración  de  huelga”3.  Como  bien  podemos  colegir la 
 
 
2 . Contento A, s/f, citado en Zappalá F, 2010, P.221 
3 Massandro A, s/f, citado en Zappalá F, 2010, p.211 
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revolución francesa fue un hito histórico no solo para el reconocimiento sino también 
para el respeto de los derechos de los trabajadores dentro del ámbito de la conciliación 
y el arbitraje como formar alternativas de solución de conflictos. 
Históricamente podemos precisar que el comienzo de la negociación colectiva la 
encontramos a partir del caso de jugadores de béisbol en los Estados Unidos, en donde 
el caso se presenta cuando los deportistas al tener la posibilidad de cambiar de equipo 
según la contraprestación que recibían por parte de los clubes, conllevo a un problema 
para los dirigentes de los clubes ya dicha manipulación de los jugadores de manera 
frecuente o reiterada generaba el temor de perderlos cada año, arribando los dirigentes 
al acuerdo que cada club elegía cinco jugadores y ante tal condición ningún otro club 
podría celebrar otro contrato con ellos, lo que con el transcurso del tiempo genero que 
dicha modalidad se aplicara a todos los deportistas, generando un requisito de reserva 
que, a la falta de contrato entre jugador y club se renovaba automáticamente por un año 
más. Podemos advertir que ante tal circunstancia los clubes ya no querían revisar y 
mucho menos renegociar las cláusulas estipuladas en los contratos, advirtiéndose que 
en cuanto a una mejora en el pago no existía toda vez que no era una obligación, y 
porque tampoco habían juzgados a donde los deportistas podían recurrir y menos los 
clubes deseaban negociar porque no les era ventajoso. Por ello reiteramos que, si un 
jugador ingresaba a un club, este ya no podría buscar o ser propuesto para otro club, 
ya que debía continuar en el bajo las mismas condiciones con las cual suscribió el 
contrato inicial, siendo su única opción el de retirarse del béisbol porque a ningún otro 
club podría ingresar. En los años 1922, se emite decisión jurisprudencial en E.E.U.U a 
cargo de la Corte Suprema. quien rechazo las demandas contra las cláusulas de reserva 
al argumentar que las normas antimonopolio no aplicaban al caso en concreto, pero la 
decisión emitida conllevó a que los deportistas señalando que las arbitrariedades 
evidentes podían ser subsanadas con medidas o leyes del legislativo y no con fallos de 
los tribunales. Tal circunstancia obligó a que la Asociación de Jugadores de Béisbol 
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genere una negociación colectiva con los dirigentes de los clubes en donde pactaran 
una cláusula de reserva y las controversias salariales solo se resolverían en arbitraje. 
Por otro lado, en 1975, en el caso Messersmith V. Dodgers, se presentó que un árbitro 
interpreto que la cláusula de reserva solo admitía la renovación automática por un año, 
y que transcurrido el plazo los jugadores son libres de ingresar a otro club o quedarse 
en el mismo, por lo cual con esta decisión los dirigentes temían realizar nuevas 
negociaciones para rebajar los salarios, esto genero nuevas negociaciones colectivas 
que luego fueron perfeccionando los llamados arbitrajes salariales. Pudiendo colegirse 
que en un caso específico el árbitro podría decidir solo por una de las propuestas de las 
partes involucradas, descartado de esta manera las posibilidades del punto medio o 
mezclando propuestas efectuadas en cada caso concreto, fijando además pautas como 
las que corresponde a: debe ampararse en elementos objetivos tales como el 
rendimiento, capacidad de liderazgo y la publicidad que genera el deportista hacia el 
club, defectos físicos o mentales, etc. Así mismo, es de acotar que las partes podrían 
llegar a un acuerdo incluso hasta minutos antes que se suscribiera o emitiera el laudo 
ya que el temor latente era que prevalezca la propuesta de la parte contraria, que era 
incierta. El Final Offer Arbitration tenía como objetivo motiva e incentivar a las partes 
para que actúen diligentemente con buena fe a fin de que realicen su menor oferta 
posible. 
En la Final Offer Arbitration se genera la figura de lo que hoy llamamos negociación 
colectiva orientada a buscar una solución conjunta y justa entre las partes, con la 
finalidad de poner fin o detener el monopolio que imperaba entre los dirigentes del 
béisbol hacia los jugadores, toda vez que su accionar generaba un aprovechamiento del 
deportista como si se tratara de propiedad de ellos, y en muchos casos ante un clima 
incluso hostil vulnerando derechos al nivel de castigarlos con la discontinuidad en el 
juego: castigo pactado por aquellos que dirigían los clubes. Por ello en la Final Offer 
Arbitration al implementarse que una forma de solución de conflictos era el arbitraje 
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realizado entre dos personas a fin de poner fin a un conflicto o una controversia, en 
donde un tercero neutral resuelve a favor de solo una de las ofertas de las partes, bajo 
el principio de buena fe. 
I.2. En el ámbito nacional. 
 
En el Perú, el Texto Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo - 
Decreto Supremo Nº 010-2003-TR y su reglamento Decreto Supremo N° 011-92-TR, 
son las normas que regulan las conductas del empleador y los sindicatos con la finalidad 
que entre ellos (empleador y organización sindical) prevalezca un clima laboral acorde 
entre ellos, respetando el derecho de ambos. 
Pasco M establece “que, un procedimiento cuasi administrativo era la negociación 
colectiva entre los años 1988, lo cual definitivamente evidenciaba la abierta intervención 
del estado para solucionar cualquier pliego de reclamos”4. Por otro lado, es de colegir 
que el D.S. N° 009-86-TR, recogidos ambos por la R. M. N° 082-86-TR. Neves J. afirma: 
“que el D.S. N° 006-71-TR fue el que tuvo más vigencia en regular las relaciones 
colectivas de trabajo”5 
Según (Toyama J, s/f, p.93) Este decreto -D.S. 006-71/TR- “se caracterizaba por la 
abundancia de plazos y términos legales, la determinación del contenido negocial, la 
excesiva formalidad, la solución ineludible del conflicto, las etapas pre-establecidas”. 
Tiempo después se emitió el Reglamento de la Ley de Relaciones Colectivas de trabajo 
a través del D.S. 011-92-TR. 
Según Boza, G. & Aguinaga, E. “El fortalecimiento de la autonomía colectiva de los 






4 Pasco M, 2013, p.427 
5 Neves J, (s/f,p.5 
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negociación, surgió atendiendo a la necesidad de reforma por la grave crisis económica 
y política del País generada en el primer gobierno de Alan García (1985-1990). 
Tanto más si se terminó de consolidar un modelo descentralizado de relaciones 
colectivas de trabajo que tuvieron efecto en el movimiento sindical y los niveles de 
protección de los derechos de los trabajadores en el Perú6. 
Para (Morales P. “(…) en materia de negociación colectiva fue, la institución del arbitraje 
las que permitió solucionar los conflictos, en donde la conciliación o el trato directo 
fracasaron (…) encargando a un órgano colegiado independiente, ajeno a la política, 
por ello el poder resolver de manera técnica este tipo de controversias (…) constituyó 
una de las mayores novedades que introdujo la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo 
(D. L. N° 25593)7”. 
Y a partir de agosto de 1990, según Aliaga “La liberalización del despido, la 
flexibilización laboral y la privatización de las empresas del Estado, generaron efectos 
que fueron orientados a debilitar y detener el movimiento sindical en general debido a 
las medidas económicas laborales puestas en práctica por el gobierno de Fujimori”8 
(s/p). Tanto más si en el gobierno del ex presidente Toledo se dicta el D.S. N° 010-2003- 
TR, regulando la negociación colectiva, la libertad sindical, y la huelga, en las relaciones 
laborales de los trabajadores sujetos al régimen de la actividad privada, derechos que 
están consagrados en la Constitución Política del Estado (artículo 28). Precisando al 
caso concreto que la Ley N° 25593 fue la que promulgó el decreto en referencia. 
Acontecimiento que abrió paso a otra vía distinta a la del ámbito jurisdiccional con 
sujetos independientes, donde las partes intervinientes o involucradas ofertaban sus 
propuestas las cuales eran resueltas por un tercero llamado árbitro, que resolvía casos 
como condiciones de trabajo o incremento de remuneraciones. 
 
 
6 Boza, G. & Aguinaga, E, 2013, p.283 
7 Morales P, s/f, p.132 
8 Aliaga s/f 
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Según Boza G. & Aguinaga E. “En materia laboral los derechos han pasado del 
reconocimiento legal al de ámbito constitucional, consagrándose actualmente como 
derechos humanos Pudiendo colegirse que se ha ido evolucionando de manera 
progresiva amparando la autonomía colectiva como en el caso de la negociación 
colectiva, sindicación y huelga consolidación del derecho del trabajo.”9. 
Es así que, se ha concluido que ninguna norma puede generar obligaciones que afecten 
el derecho constitucional establecido en el artículo 28° de la Carta Política, la misma 
que regula de manera directa la finalidad del Estado para fomentar la negociación 
voluntaria. Siendo así que el artículo 44 del D. Supremo N° 010-2003 TR precisa tres 
ámbitos de aplicación de la negociación colectiva. Aunado al hecho que incluso regula 
incluso el plazo para que las partes intervinientes en el arbitraje potestativo puedan 
intervenir (D.S. 014-2011-TR). 
Según Echaíz S. “La regulación del arbitraje potestativo como mecanismo de solución 
de conflictos laborales en el marco de la negociación colectiva se dio a propósito de la 
sentencia y resolución del Tribunal Constitucional del expediente N° 03561-2009- 
PA/TC, en donde al arbitraje potestativo se le reconoce no solo como un mecanismo 
que permite determinar el nivel de negociación o resolver situaciones de conflicto, 
incluso de manifiesta mala fe en la negociación colectiva como se puede advertir”10. 
Es a razón que a partir de este Decreto Supremo de la referencia que se incorpora la 
definición de arbitraje potestativo causado en 3 supuestos: a) Las partes no se ponen 
de acuerdo en el nivel o su contenido, b) Las partes no se ponen de acuerdo en la 
primera negociación; y c) Cuando durante la negociación del pliego se advierta actos de 
mala fe que tengan por efecto dilatar, entorpecer o evitar el logro de un acuerdo. Por lo 




9 Boza G. & Aguinaga E, 2013, p.284 
10 Echaíz S, 2014, p.13 
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causado e incausado, siendo el primero el artículo 61 –A y el segundo solo el artículo 
61° de la LRCT. 
Para (Velásquez R, 2015, p.400). Esto quiere decir que, ante negociaciones colectivas 
infructuosas, los trabajadores o el empleador pueden recurrir a arbitraje sin necesidad 
de acuerdo previo o clausula arbitral, que es la novedad del arbitraje potestativo. 
Al respecto existen juristas que señalan que este tipo de arbitraje no es potestativo sino 
obligatorio y ello se regula en LRCT del artículo 61-A, del indicado cuerpo legal en donde 
se precisa; que se podrá iniciar un arbitraje potestativo cuando existan y se ventilen 
actos de mala fe entre los intervinientes, empleador y organización sindical, durante la 
negociación con el propósito de dilatar, entorpecer o evitar el logro de un acuerdo. Así 
tenemos que al respecto la Resolución Ministerial N° 284-2011-TR establece de manera 
enunciativa cuales son los actos de mala fe que puede incurrir una de las partes. 
“Como es el caso de : a) Discriminar entre trabajadores con el fin exclusivo de incentivar 
o desestimular la afiliación o desafiliación sindical, b) Ejecutar actos de injerencia 
sindical, tales como, intervenir activamente en la organización de un sindicato; ejercer 
presiones conducentes a que los trabajadores ingresen a un sindicato determinado; 
discriminar entre los diversos sindicatos existentes otorgando a unos y no a otros, injusta 
y arbitrariamente, facilidades o concesiones extracontractuales; o condicionar la 
contratación de un trabajador a la firma de una solicitud de afiliación a un sindicato o de 
una autorización de descuento de cuotas sindicales por planillas de remuneraciones, c) 
Negarse a entregar la información acordada por las partes o precisada por la Autoridad 
Administrativa de Trabajo, d) Los actos de hostilidad ejercidos contra los representantes 
de los trabajadores o los trabajadores afiliados al sindicato; i) El incumplimiento 
injustificado de las condiciones acordadas por las partes para facilitar la negociación, e) 
No guardar reserva absoluta sobre la información recibida siempre que la misma no sea 
de carácter público ,f)Negarse a recibir el pliego que contiene el proyecto de convenio 
colectivo de la contraparte, salvo causa legal o convencional objetivamente 
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demostrable. Asimismo, la negativa a recibirlo a través de la Autoridad Administrativa 
de Trabajo; g) Negarse a recibir a los representantes de los trabajadores o a negociar 
en los plazos y oportunidades establecidas en la Ley de Relaciones Colectivas de 
Trabajo y su Reglamento; h) Ejercer presión para obtener el reemplazo de los 
integrantes de la representación de los trabajadores o del empleador; g) Ejercer fuerza 
física en las cosas, o física o moral en las personas, durante el procedimiento de 
negociación colectiva, I) Cualquier práctica arbitraria o abusiva con el objeto de dificultar, 
dilatar, entorpecer o hacer imposible la negociación colectiva entre otras”11. 
Según Echaíz S. “La respectiva autorización por parte del Ministerio de Trabajo genera 
un listado de doce actos considerados como mala fe dentro de un proceso de 
negociación colectiva; sin embargo, esta lista no es cerrada sino muy por el contrario es 
una lista que permite verificar otros actos tipificados como de mala fe”12. Tanto más si 
está sujeta para su comprobación a criterios de razonabilidad y proporcionalidad, en el 
marco de la negociación colectiva y los comportamientos precedentes de las partes en 
anteriores procesos negociales el Tribunal Arbitral en el proceso arbitral. 
Así tenemos también que, la Resolución Ministerial N° 331-2011-TR, establece que los 
requisitos estipulados no avalan ni brindan seguridad que las personas inscritas como 
árbitros en dicho registro tengan un bagaje de conocimiento y experiencia cuando se 
enfrenten y tengan que resolver una situación controversial de índole laboral colectivo. 
Osorio R. afirma: “específicamente, en materia de relaciones colectivas de trabajo es 
evidente que la experiencia requerida no tiene que versar”13 . 
Con fecha 05 de marzo de 2012 se emite la R.M. N° 076-2012-TR, aprueba Directiva 
General 005-2012-MTPE “sobre criterios para la promoción de mecanismos 
compositivos en los conflictos colectivos por parte de la Autoridad Administrativa del 
 
 
11 Resolución Ministerial N° 284-2011-TR 
12 Echaíz S, 2014, p.22 
13 Osorio R, 2017, p.118 
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Trabajo, sino además se precisan los criterios que se deberán observar cuando una de 
las partes opte por solucionar el conflicto mediante el arbitraje potestativo, así como se 
precisan los criterios de distribución de competencias territoriales de los distintos niveles 
de gobiernos, todo ello enmarcado dentro de lo dispuesto por el artículo 68° del TUO de 
la LRCT. 
Se ha establecido además dentro de esta regulación que cuanto las partes no se pongan 
de acuerdo en la primera negociación en el contenido o en el nivel, le corresponde al 
Ejecutivo emitir este D.S. a fin que las partes no excedan en el tiempo de negociar ya 
que aquello pondría en perjuicio a una de las partes. Esto se considerado de 
conformidad con el D.S. N° 013-2014-TR, del Reglamento de la Ley de Relaciones 




CONFLICTOS EN MATERIA LABORAL. 
 
El conflicto laboral ha existido siempre, pudiendo precisarse que, por la existencia del 
conflicto, las personas pueden buscar la solución de la controversia existente y de esta 
forma vivir en armonía. En los conflictos en materia laboral participa de dicha relación; 
por un lado, el empleador y, por el otro, un grupo de trabajadores que llamaremos 
sindicato u organización sindical. En el conflicto laboral colectivo, el sindicato casi 
siempre propone el respeto de sus condiciones de trabajo, nuevas formas de 
remuneración, etc., y el empleador se verá en la necesidad de atender estos reclamos 
ya que si no es así estaríamos en el punto de inicio de un conflicto laboral colectivo. 
Según Sappia(2002) sostiene que “(…) dentro de un contrato individual de trabajo que 
está vigente o que ha concluido nace necesariamente el reclamo del trabajador del 
18  
cumplimiento de una disposición no observada o de la diferente interpretación de una 
norma vigente” (p.5).14. 
En materia laboral, los conflictos laborales pueden ser individuales y colectivos, siendo 
el primero el conflicto entre trabajador o empleador o viceversa, y los conflictos laborales 
colectivos entre un grupo de trabajadores, organizados y registrados de manera legal 
para proteger sus derechos y el empleador o grupo de empleadores. 
Asimismo, Sappia(2002) define a los conflictos colectivos como “Aquellos casos en los 
cuales los trabajadores empleados, se enfrentan a un empleador o grupo de 
empleadores a través de los sindicatos(p.6).15. A su vez los conflictos laborales 
colectivos se dividen en conflicto laboral de intereses o interés y el conflicto laboral de 
derecho. 
II.1 Los conflictos laborales individuales y colectivos. 
 
Se señala que en la doctrina juslaboralista que existe una clasificación tradicional pero 
vigente que aparece recogida en buena parte de las normas positivas, como la que 
expresa “(…), los conflictos laborales individuales pueden considerarse como 
individuales propiamente dicho y pluriindividuales, y los conflictos colectivos se dividen 
en económicos o jurídicos o por sinonimia como de interés o de derecho”16. 
También se afirma establece al respecto por parte de Osorio (2017) que existe una 
diferencia entre lo que se define como las controversias o conflictos colectivos y los que 
guardan relación a las controversias individuales, que a su sabio entender no se base 
por la cantidad o número sino a la naturaleza del interés en juego. 
En nuestra opinión, compartimos la postura de Osorio R, al señalar que no se determina 
si son conflictos individuales o colectivos solo por la cantidad de participantes o 
 
 
14  Sappia J, 2002, p.5 
15  Sappia J, 2002, p.6 
16  Sappia J, 2002, p.5 
17 Blancas C, como se citó en Osorio R. (2017) p.11 
18 Sappia J, 2002, p.6 
Sanguinetti W, citado en Acevedo J, 2014, p.150 19 
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intervinientes ya que puede ser un conflicto individual cuando en el mismo intervenga 
varios trabajadores, la diferencia trascendental lo hace la naturaleza del interés que 
señala su clasificación entre ambos. 
Según Blancas (2017). afirma: “el conflicto colectivo necesita doble presencia: la de un 
grupo de trabajadores que participan conjuntamente del conflicto y que estos 
trabajadores perciban que el interés es grupal” (p.11)17. 
II. 2. Conflictos laborales de derecho. 
 
II.2.1 Laborales de derecho. 
 
En campo doctrinal Sappia (2002) señala que “el conflicto ya sea de derecho o jurídico 
genera el reclamo por el incumplimiento de lo que está regulado por la ley, y que en 
definitiva las partes exigen su cumplimiento, remitiendo todo esto en el hecho de la 
observancia de lo que esta estatuido con antelación” (p.6). 18. 
Es decir, por ejemplo, para Sanguinnetti (2014) “en los conflictos laborales de derecho, 
se puede advertir que las partes que inician el conflicto laboral son la organización 
sindical y empleador o grupo de empleadores y trabajadores, los mismos que piden el 
cumplimiento y respeto de lo regulado o normado de todos los que intervienen en unes 
relación laboral” (p.20). 19. 
II.2.2. Conflictos laborales económicos o de intereses. 
 
Al respecto se ha llegado a reconocer que a través de la existencia de controversias se 
busca generar cambios o modificaciones significativas en la norma interna en temas 
relacionados a lo económico que se llegan a materializar por ejemplo en los convenios 
colectivos. 
20 Sappia J, 2002, p.6 
21 Acevedo J, 2014, p. 150-151 
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Es decir, podemos colegir que los conflictos económicos están referidos a temas 
monetarios donde las partes no se ponen de acuerdo o no llegan a un consenso en 
mutuo acuerdo, en donde la negociación colectiva genera un ejemplo clásico ejemplo 
dentro del campo del derecho laboral donde el sindicato presenta su pliego de reclamo 
para que sea atendido por el empleador. 
Siendo así, tenemos como ejemplos de conflicto laboral económico lo expuesto por 
Sappia (2002) quien reconoce que “el conflicto económico se produce cuando los que 
intervienen no han podido llegar a un acuerdo del contenido o bases que regularan el 
nuevo convenio dentro del ámbito laboral” (p.6).20. 
Se acota que en los conflictos laborales económicos por regla general las partes 
intervinientes que intervienen en dicha controversia serán los responsables de brindar 
una solución empleando diversas alternativas de solución de conflictos y en donde el 
Estado podrá intervenir de forma excepcional si existe una huelga prolongada 
excesivamente. 
Es de verifica que en ese sentido y con mayor abundamiento Acevedo (2014) señala 
que “(…) se establece el conflicto laboral tiene por fin el crear normas orientadas a 
solucionar los intereses en controversia. Siendo que por otro lado se precisa que de 
existir conflictos jurídicos se busca arribar a una solución en base a un marco normativo 
ya existente” (p.150-151). 21. 
Aquí el indicado jurista Acevedo hace referencia a un supuesto excepcional de arbitraje 
laboral donde no será necesaria la confluencia de ambas voluntades, como se podrá 
advertir a lo que se refiere es al arbitraje potestativo donde no se requiere la 





22 Barona S, 2006, p.176 
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clausula ni compromiso arbitral solo basta con la sola voluntad de una de las dos partes 
intervinientes en el conflicto. 
La Organización Internacional de Trabajo sostiene al respecto que según el tipo de 
conflicto podemos estar frente a dos tipos de arbitraje los cuales son de derecho o 
económicos, siendo el primero orientado a temas sobre interpretación o aplicación de 
una norma, también sobre un contrato o convenio, mientas que el económico es 





La heterocomposición es una forma para resolver controversias extrajudiciales y como 
forma clásica está el arbitraje. 
La característica de la heterocomposición es la intervención de una persona ajena a las 
partes que actúa de manera imparcial, el que recibe el nombre de árbitro ya que es el 
arbitraje es la forma de encontrar solución a las controversias, donde cada una de las 
partes entregan su propuesta y deberá ser revisada por el árbitro quien deberá laudar a 
favor de la propuesta de una de las partes, precisándose que no se podrá acoger una 
postura mixta. Siendo el caso que el árbitro solo emite laudos y estos son considerados 
por el ordenamiento legal como títulos ejecutivos. 
Tenemos al respecto que Barona (2006) afirma que “(…) La heterocomposición es la 
fórmula más evolucionada de solución de conflictos. Y que el tercero soluciona la 
controversia dentro de un proceso regulado por la norma” (p.176).22. 
A lo que se refiere la jurista como podemos advertir es que la heterocomposición es el 
mecanismo de solución de conflictos en el Estado actual o moderno donde participa un 
tercero imparcial que no es más que el denominado árbitro, en un proceso que será 
23 Twining W, 1993, citado en Barona S, 2006, p.142 
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denominado proceso arbitral y que este se encuentra normado de manera general en el 
Decreto Legislativo N° 1071 y el Decreto Supremo N° 011-92-TR, Reglamento de la Ley 
de Relaciones Colectivas de Trabajo y el Decreto Supremo N° 010-2003-TR, Texto 
Único Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo. 
Twining (1993) señala asimismo como causas por las cuales se generaron otras vías de 
solución de conflictos como la heterocomposición: “(…) . El colapso producido en el 
poder judicial, el sentimiento de que se carecía de mecanismos privados de resolución 
de conflicto” (142).23. 
Siendo el arbitraje una forma alternativa de solución de controversias dentro de la 
heterocomposición, en la disciplina del derecho laboral se denominará arbitraje laboral 
y se divide en tres: voluntario, obligatorio y potestativo, -siendo este último donde 
abarcaremos especial interés- cada uno con diferente característica, el arbitraje laboral 
tiene sustento constitucional ya que se encuentra regulado en el inciso 2) del artículo 
28° y 139° de la Carta Política. Así tenemos que la Constitución fomenta la negociación 
colectiva orientado su quehacer al arbitraje potestativo ya que no se necesita cláusula 
arbitral o compromiso arbitral para recurrir a esta vía, las partes en cualquier etapa del 
procedimiento arbitral pueden volver a negociar, pero si la organización sindical decide 
recurrir a la huelga ya no se podrá ir a la etapa de negociación ya que el sindicato está 
ejerciendo su derecho constitucional a la huelga y está materializando la pre culminación 
del procedimiento arbitral y sería ilegal que la huelga se frustre por un procedimiento 
arbitral motivado por la parte empleadora cuando se ha instaurado el procedimiento 
formalmente y el tribunal arbitral se haya instalado. 





EN EL ÁMBITO LABORAL 
 
La jurisprudencia nacional en sendas sentencias, reconoce que el arbitraje no descarta 
el rol o función que tiene el Poder Judicial, son que constituye una alternativa 
complementaria para encontrar solución con paz social, enmarcado sobre todo en los 
conflictos de carácter económico o patrimonial. 
Como ya se señaló el arbitraje es una forma de solución de controversias de naturaleza 
heterocompositiva y extrajudicial. 
Según Pasco (2013) “(…) el arbitraje, es aquel mediante el cual los que intervienen 
deben brindar a un tercero los suficientes elementos de juicio para que puedan dirimir 
la controversia y resolverla” (p.427). 24. 
Según Ugaz M. & Osorio R (2015). Reconoce que “el recurrir a un arbitraje significa que 
las partes se someten a un tercero para que emita una solución al conflicto existente” 
(p.299). El autor Sappia (2002) también acota que el arbitraje “significa que la solución 
del conflicto la tiene un tercero que vendría a ser el árbitro” (p.14).25. 
Es decir, los sujetos además deberán tener la capacidad de negociar para encontrar la 
solución al conflicto que se generó. 
En la doctrina se expresa que existe ante todo lo expuesto un poder jurídico de 
autonomía, abstracto, encargado a los árbitros, el mismo que varía según el nivel de la 
negociación (empresa, rama o gremio) 
(Girao J, 2017, p.58) señala al respecto que “siguiendo las clasificaciones de conflictos 
de trabajo propuestas por la OIT, es posible distinguir distintos tipos de arbitrajes, sea 
en función al ámbito subjetivo del mismo o según el tipo de conflicto”. 
 
 
24 Pasco M, 2013, p.427 
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a) Arbitraje laboral jurídico: lo establece el artículo 70° de la LRCT, inciso c) del 
artículo 57° de la NLPT y el artículo 59 del mismo cuerpo normativo. 
Según Acevedo (2014) afirmando que este constituye “(…) la jurisdicción arbitral 
es una alternativa que tienen las partes a existente poder judicial. El arbitraje 
laboral jurídico siempre requerirá del consentimiento de ambas partes para su 
validez” (p.150) 26. 
b) Arbitraje laboral económico: 
 
Al respecto Acevedo (2014) señala “(…) ante el conflicto existente entre 
trabajadores y empleadores, surge el convenio colectivo. Precisando que, si la 
controversia es resuelta por un árbitro o tribunal arbitral, el laudo arbitral será 
también una norma laboral que tendrá la naturaleza de convenio colectivo” 
(p.150).27. 
No obstante, para Girao (2017) señala “(…) el arbitraje laboral económico es 
aquel que busca encontrar una solución a la controversia de naturaleza laboral 
en el que existe una contraposición de intereses – un interés gremial, sindical o 
de los trabajadores versus un interés del empleador – respecto a la creación de 
una norma que terminara regulando derechos (p.59)”28. 
En el ámbito laboral, doctrinal y jurisprudencial se asume que el arbitraje se puede 
clasificar en arbitraje voluntario, obligatorio y potestativo, siendo esta última materia de 
nuestra investigación. 
IV. 1. Arbitraje voluntario. 
 
Se afirma es el que mayor relevancia a tenido y que por ende trasciende en el campo 
del derecho por la voluntariedad de los intervinientes al expresar su consentimiento de 
 
 
26  Acevedo J, 2014, p.150 
27  Acevedo J, 2014, p.150 
28 Girao J, 2017, p.59 
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participar en esta forma de solución de controversia y es en base a esa voluntariedad 
que se afianza en autonomía de la voluntad. En este tipo de arbitraje existe la 
manifestación de la voluntad de las partes, orientada a que por mutuo acuerdo deciden 
resolver el conflicto en arbitraje voluntario, suscribiendo previamente un compromiso y 
convenio arbitral, donde participa un tercero imparcial, es decir, el árbitro o tribunal 
arbitral que debe ser ajeno a las partes. 
Sappia (2002) al referirse al arbitraje voluntario afirma “(…) ocurre cuando existe el 
acuerdo entre la partes para aceptar un árbitro, estableciendo los puntos sobre los que 
se versara el laudo que se dicte” (p.14) 29. 
En el arbitraje voluntario es requisito esencial que exista un acuerdo entre las partes, ya 
que de no ser así no sería posible interponer un arbitraje voluntario. 
IV. 2. Arbitraje obligatorio. 
 
En el arbitraje obligatorio se interpondrá cuando se afecte un servicio brindado por el 
Estado, el ejemplo más claro es el sector salud, cuando los profesionales de la salud 
deciden ir a huelga y este es prolongado inexcusablemente se podrá interponer arbitraje 
obligatorio porque la salud de todas las personas es un derecho básico y trascendental 
regulado por la Constitución Política del Perú y normas internacionales, circunstancia 
en la cual el Estado deberá actuar de manera inmediata para salvaguardar el derecho 
de toda la población. Es así que se señala que “el arbitraje será obligatorio si esta 
contemplado en el marco normativo y en donde las partes no podrán evadir su 
participación para la solución del conflicto”. 
Para Sappia (2002) establece que “(…) los servicios sobre la seguridad de las personas, 






29 Sappia J, 2002, p.14 
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hubieran afectado, existe la tendencia a protegerlos tomando o invocando los conceptos 
que al respecto ha elaborado la OIT” (p.15)30. 
IV. 3. Arbitraje potestativo. 
 
En la Directiva General N° 005-2012-MTPE, se define: 
 
“Llamado unilateral o voluntario vinculante. Se conoce así al mecanismo 
extrajudicial donde los sujetos involucrados se encuentran facultados para 
someter la solución de la controversia a la decisión de un tercero independiente, 
quedando obligados a la decisión que se adopte” (P.15).31 
Señalándose finalmente que es potestativo cuando los trabajadores tienen el poder o 
facultad para decidir el arbitraje, obligando a la parte contraria a aceptarlo el mismo que 
está amparado por el marco legal.” 
CAPÍTULO V 
 




Pasco (2011) precisar que el arbitraje laboral posee connotación constitucional como 
jurisdicción excepcional, con trascendencia la misma que “(…) tiene un valor muy 
relevante dentro del ordenamiento jurídico nacional con las mismas garantías asignadas 
a la jurisdicción ordinaria lo que ha llevado a que la norma suprema le otorgue un 
reconocimiento relevante” (p.903).”32. 
Landa (2014), acota: “es el principio de autonomía de voluntad de los privados, 
el elemento que legitima la intervención de los árbitros en la resolución de conflictos 
dentro de un Estado Constitucional y Democrático de Derecho” (p.17)33. 
 
30 Sappia J, 2002, p.15 
31 Morales M, s/f, p.133 
32 Pasco M, 2011, citado en Gamarra L, 2015, p.903 
33 Landa C, como se citó en Neyra C, 2014 p.17 
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Asimismo; la Constitución Política del Perú contiene artículos que norman y regulan el 
arbitraje laboral, la huelga y muchas más disciplinas del derecho. Tal es así que señala: 
“El Estado reconoce los derechos de negociación colectiva, huelga y de 
sindicación, la libertad sindical, promueve formas de solución pacífica de los 
conflictos laborales, etc”. 
Es así que analizando el artículo 28° citado, lo que ha hecho el constituyente es darle 
preferencia a la negociación colectiva y a las formas de solución de conflictos de índole 
laboral. Tanto más si la Constitución, establece que la negociación colectiva debe ser 
fomentada y los mecanismos de solución de conflictos deben ser promovidos. 
Señalando literalmente que la huelga está regulada como derecho constitucional. 
Según Gamarra (2015) “(…) el Estado tiene el deber de orientar el camino por el 
cual se debe transitar para la solución de conflicto, estos son, la creación y 
promoción de las formar para resolver con paz social los conflictos laborales en 
general (…)” (p. 911).34. 
Asumiendo que el Estado no puede obviar la existencia de conflictos laborales, sino que 
deberá crear nuevas formas para solucionarlos, garantizando de esta manera la 
negociación. En esta misma línea doctrinalmente se establece que el Estado no puede 
permanecer indiferente ante las circunstancias que afecten la paz social, a veces con 
episodios violentos que ponen en riesgo la seguridad de las personas”35. 
Boza G. & Aguinaga E. (2013) específica “(…) hay tres instituciones importantes 
que se pueden verificar al respecto, como es el caso del convenio de trabajo de 
naturaleza colectiva, las formas alternativas de solución de conflictos 
controversias ante el fracaso de la negociación y la imposibilidad de las partes 




34 Gamarra L, 2015, p.911 
35 Sappia J, 2002, p.9 
36 Boza G. & Aguinaga E, 2013, p.287 
39 Maluquer, 2001, citado en Herrera, 2012, p.180 
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Según Blancas (2014). “(…) El arbitraje potestativo debe sustentarse en los Tratados 
Internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por nuestro país, que regula la 
libertad sindical, los cuales poseen rango constitucional e integran el bloque de la 
constitucionalidad” (p.26). 37 
A lo que se refiere el jurista Blancas al respecto es que, en la Cuarta Disposición Final 
y Transitoria de la Constitución, se realiza una interpretación de conformidad a los 
Tratados Internacionales, y que nuestra Carta magna por si sola no es suficiente. 
CAPÍTULO VI 
 
LA AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD Y LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA EN LAS 
 
RELACIONES COLECTIVAS DE TRABAJO. 
 
VI.1. La autonomía de la voluntad. 
 
Esta autonomía tiene un rol importante como requisito principal en el campo del arbitraje, 
donde las partes exteriorizan su voluntad para poder negociar en el arbitraje. 
Según Barona (2006) “(…) las partes intervinientes deben expresar su voluntad para 
que el arbitraje sea administrado por una institución arbitral o se rija por un reglamento 
arbitral” (p.160).38. 
Asimismo, Según Maluquer (2012) señala que “(…) la persona en la libertad e 
independencia que le asiste y que se materializa a través de su voluntad, tiene 
facultades que le permiten puede hacer goce y uso de su derecho incluso 
modificándolos, o extinguiéndolos” (P.180).39. 
Acotándose que la autonomía de la voluntad pertenece a la categoría de derechos 




37 Blancas C, como se citó en Neyra C, 2014, p.26 
38 Barona S, 2006, p.160 
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Ahora a los trabajadores es de entender que se les permite ejercer cualquier tipo de 
acción de manera individual y/o colectiva. Tanto más si los trabajadores pueden formar 
una organización sindical donde los representantes velarán por los intereses de todos 
agremiados a este, y también los trabajadores pueden ejercer sus derechos de manera 
individual como se puede advertir. 
VI. 2. La negociación colectiva. 
 
A través de ella las partes buscaran una solución a su conflicto, emitiendo sus mejores 
ofertas a fin de llegar a un acuerdo, si ello no se realiza, se iniciará el procedimiento 
arbitral, motivado por las partes que intervienen en el conflicto conforme se puede 
advertir. 
Según Echaíz (2014) señala que “pretende una solución de controversias desde el 
acercamiento entre las partes involucradas y en conflicto” (p.14).40. 
Según Villavicencio (2013) afirma: La buena fe es un principio que permite garantizar el 
derecho de negociación colectiva, regulada en el ámbito de la Organización 
Internacional del Trabajo” (p.291).41. 
Por lo tanto, podemos colegir que se cumple un rol fundamental el cual es, el de acercar 
a las partes a proponer sus postulados, ello constituye una herramienta principal para la 
solución de controversia, por lo tanto, la negociación colectiva constituye una 
comunicación social y es considerada un derecho básico y trascendental de la libertad 
sindical, este derecho está amparado a nivel mundial en los distintos convenios de la 
OIT. 
Garmendia (2011) precisa “la negociación colectiva es importante y constituye un aporte 




40 Echaíz S, 2014, p.14 
41 Villavicencio A, 2013, p.291 
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(p.438).42. Por ello, también se afirma se existen tres aspectos importantes: quienes 
son los negociadores, la identificación de lo que se va negociar, y la obligación de 
negociar de buena fe. 
Es decir, la negociación colectiva requiere que las partes también actúen de buena fe 
en todo el proceso con la finalidad de buscar una solución al conflicto que ponga fin a la 
controversia, creando así más relaciones colectivas respetuosas entre trabajadores, 
organizaciones sindicales y empleador. Es así que se puede definir a la buena fe como: 
Escudero F, Frigola J & Corbella “(…) define a la buena fe, como un principio general, 
que obliga a todos, a observar una determinada actitud de respeto y lealtad, de honradez 
en el tráfico jurídico, acotando que pueden distinguirse dos características de la buena 
fe: a) como reguladora del ejercicio de derechos y cumplimiento de los deberes, b) la 
buena fe como presupuesto de la atribución de derechos que sin su concurso, quedan 
excluidos” (…)”43. 
El Tribunal Constitucional también se manifiesta respecto a la buena fe en la 
negociación colectiva en el fundamento 8, literal c) del expediente N° 2566-2012-PA/TC. 
“(…)el principio de buena fe, en atención al cual las dos partes deben actuar con buena 
fe y lealtad para el mantenimiento de un desarrollo armonioso del proceso de 
negociación colectiva, es decir, deben realizar un esfuerzo sincero de aproximación 
mutua para obtener un acuerdo razonable y coherente. Asimismo, en virtud a este 
principio, los acuerdos adoptados entre las dos partes deben ser de cumplimiento 







42 Garmendia M, 2011 citado en Acevedo J, 2014, p.438 
43 Escudero F, Frigola J & Corbella T, 1997, citado por Perelló N, 2005, p.365 
44 Tribunal Constitucional, fundamento 8, literal c) del expediente N° 2566-2012- 
PA/TC 
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El arbitraje complementa la negociación colectiva, de modo tal que permite fortalecer el 
proceso negocial, con mayores posibilidades de acuerdos y aumentando la calidad de 
eficacia tanto del proceso negocial en sí como de su resultado, el convenio colectivo. 
VI. 3. Los principios de la negociación colectiva según la Organización 
 
Internacional del Trabajo. 
 
Compuesta por tres principios, los mismos que son directrices e inspiran la doctrina del 
derecho, que regulan la negociación en un procedimiento que se le denominara proceso 
o procedimiento negocial. 
VI. 3. 1. El principio de negociación libre y voluntaria. 
 
La voluntariedad es un elemento de gran trascendencia dentro del principio de libertad 
sindical y todos los procesos de negociación colectiva deberán estar encaminados por 
la voluntad. 
C098 -Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 a la 
letra dice: 
Que, debe adoptarse los medios necesarios para fomentar e incentivar entre las 
empresas o empleadores y las organizaciones de trabajadores o sindicatos el pleno 
desarrollo de manera optima de los procedimientos de negociación colectiva 
reglamentando no solo los contratos sino las condiciones en que se desarrolla el trabajo. 
El Estado Peruano deberá adoptar medidas como alentar, compeler e impulsar entre las 
partes involucradas, empleadores y organizaciones sindicales, la importancia de la 
utilidad del procedimiento de negociación voluntaria, y el rol de cautelar y amparar la 
autonomía que tienen las partes. 
32  
Según Echaíz (2014) refiere “(…) que la negociación debe ser libre y voluntaria como 
regla general; siendo que la intervención del Estado sólo se debe presentar de manera 
conforme a lo recogido en el en el Convenio N° 98 de la OIT”(p.15).45 
VI. 3. 2. El principio de elegir el nivel de negociación. 
 
En toda negociación colectiva debe existir como requisito indispensable la voluntad de 
los que intervienen, es decir, el deseo de negociar y solucionar un conflicto. Este 
principio establece de manera enfática que ninguna norma o dispositivo legal puede 
imponerlo, por lo que, el nivel de negociación jamás debe ser condicionado, motivado o 
sugerido por la AAT ni por la ley. 
Osorio (2017) precisa “este principio permite que las partes puedan determinar el nivel 
de negociación y el ámbito de aplicación que tendrá el acuerdo o convenio” (p.53).46. 
 
VI. 3. 3. Principio de buena fe en la negociación. 
 
Al respecto Osorio acota al caso concreto además que se exige a las partes que realicen 
negociaciones constructivas y por ende verdaderas con la exclusiva finalidad de poder 
llegar a un acuerdo. 
Por otro lado, según Ojeda también afirma que existe la negociación contiene no solo la 
misma negociación, el contenido que deben conocer ambas partes sino que además y 
las prohibiciones que competen también a ambas partes involucradas. 
Es decir, existen planteamientos diversos a fin de entender la magnitud de este principio 










45  Echaíz S, 2014, p.15 








En este sentido Echaíz (2014) afirma “(…) en el arbitraje potestativo una de las partes 
en conflicto podrá obligar a la contraparte a someterse con la peculiaridad que no 
requiere la suscripción de un convenio arbitral, lo cual lo hace eminentemente 
potestativo” (20).47. 
Por lo tanto; el arbitraje laboral potestativo tiene fundamento constitucional, 
complementado con los Convenios Nros. 87, 98 y 154 de la OIT. El arbitraje potestativo 
es regulado por el RLRCT y TUO de la LRCT. 
Se señala además que, a fin de garantizar la paz social, se tiene como finalidad que las 
controversias laborales se atiendan en el más breve tiempo, así como que las partes 
involucradas directamente por los conflictos existentes entre ellas, puedan resolverlos 
si no es de manera total, si de manera parcial. 
Según Ugaz M. & Osorio R. señala que “(…) el arbitraje potestativo ayuda a mejorar o 
afianzar el trato directo más que destruirlo o inutilizarlo”48. 
El arbitraje potestativo es una forma heterocompositiva donde una de las partes 
podrá interponer este arbitraje sin necesidad que exista clausula o compromiso 
arbitral entre las partes en conflicto. 
Así lo señala el máximo intérprete de la Constitución, en su f. N° 13 del Exp. 2566-2012- 
PA. 
“(…) por consiguiente, aduce que, hallándonos ante un arbitraje potestativo, la facultad 




47 Echaíz S, 2014, p.20 
48 Ugaz M. & Osorio R, 2015, p.312 
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la LRCT, es decir se les otorga a los trabajadores la prioridad de plantearlo debiendo el 
empleador someterse a dicho procedimiento. 
En este sentido, para que se lleve a cabo el arbitraje potestativo conforme al artículo 61 
 
–A del RLRCT, deberá existir tres requisitos: 
 
“1) Cuando sea la primera negociación colectiva,2) Al existir conflicto entre las partes en 
el contenido o nivel de la negociación, el primer y segundo requisito deberá desarrollarse 
en un plazo de tres meses de negociación y 3) y en el caso que se advierta actos de 
mala fe para dilatar o entorpecer”. 
Si alguno de los requisitos se cumple el sindicato puede interponer arbitraje potestativo, 
no siendo necesario contar con la anuencia del empleador, ya que la cláusula y el 
compromiso arbitral no son características de este arbitraje. 
Boza G. & Aguinaga E (2013). por otro lado, nos dice que “(…) en el arbitraje 
postestativo no hay una imposición automática, debido a que siempre va a existir la 
posibilidad de que la parte facultada para someter a arbitraje no lo haga, en cambio en 
el arbitraje obligatorio cuando las partes no arriban a un acuerdo deben resolver sus 
controversias vía arbitraje”. (p.304).49 
Pudiendo colegirse que el origen del arbitraje potestativo se dio en el proceso N° 03561– 
2009-PA/TC, pero en la evolución que se ha desarrollado; esta norma ha ido cambiando 
para que ninguna de las partes, actúen de mala fe o aprovechen de los vacíos legales 
de la norma. 
Según el Tribunal Constitucional, este tipo de arbitraje pretende evitar un estado de 
indefensión de las organizaciones sindicales. 
Durante años ha existido que cada vez que la organización sindical se iba a huelga, no 
obtenían lo reclamado o solicitado al empleador, creando así en ellos la duda de que si 
 
49 Boza G. & Aguinaga E, 2013, p.304 
51 Carrillo M, 2015, p.227 
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ir a huelga seria al final provechoso para ellos, ya que el empleador practicaba 
innumerables actos ilícitos con el único propósito, que es hostilizar a los empleados u 
obreros. En las negociaciones colectivas, el sindicato no siempre obtenía lo que 
esperaba recibir. Es por ello que se crea el arbitraje potestativo para poner fin a estos 
actos de mala fe que ejercía el empleador. Velásquez R. nos dice que “el arbitraje laboral 
potestativo se puede interponer ante negociaciones colectivas infructuosas, el sindicato 
o el empleador pueden solicitar el inicio de un arbitraje al que su contraparte deberá 
someterse, sin necesidad de clausula arbitral o acuerdo previo”50. Para Carrillo (2015) 
“estamos ante un arbitraje potestativo, en la medida que una de las partes puede obligar 
a otros de los sujetos de la relación a heterocomponer el desacuerdo a través de la 
intervención del árbitro”(P.227).51. 
El arbitraje laboral potestativo puede ser de dos tipos, el causado e incausado; 
precisándose que el arbitraje potestativo se inicia a petición de uno de los sujetos que 
interviene a fin de resolver un conflicto económico. 
Siendo una de las características del arbitraje potestativo, siendo cualesquiera sus 
formas: causado e incausado, ambas coinciden que para interponer este mecanismo de 
solución de conflicto de naturaleza heterocompositiva, no debe existir cláusula 
compromisoria ni compromiso arbitral. 
a) Cláusula Compromisoria: 
 
Que, consiste en que las partes involucradas declaran anticipadamente su 
voluntad de someter cualquiera controversia que resultara por interpretación 
o ejecución de los negocios que tienen en común a los árbitros. 
 
 





50 Velásquez R, 2015, p.400 
52 Carrillo M, 2015, p.243 
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Basado en el hecho que, ante la controversia entre las partes involucradas de 
manera directa, el contrato de compromiso arbitral puede otorgarse. 
Es decir, el contrato de compromiso arbitral puede celebrarse previamente a una 
cláusula compromisoria o aún sin la existencia de una cláusula arbitral, pero deberá 
haber existido una Litis entre las partes. 
VII. 1. Arbitraje potestativo incausado (Artículo 61 de la LRCT). 
 
Según Carrillo (2015) “El arbitraje potestativo incausado en materia laboral a nivel 
internacional tiene el sustento en el Convenio 98 de la OIT, y a nivel nacional en la 
Constitución Politica del Perú, tanto más si su prevalencia implica el mejoramiento de 
las condiciones del trabajador dentro de su centro de trabajo así como de las demás 
condiciones en general, garantizando las paz social”(p.243).52. 
Es decir, es suficiente que uno de los sujetos que intervienen en la relación directa y en 
conflicto acuda a este método heterocompositivo para solucionar la controversia laboral. 
Ante esta circunstancia la parte contraria tiene la obligación de aceptar este tipo de 
formas de solución heterocompositiva de conflicto, es decir, en el arbitraje incausado, la 
norma no señala cuales son los requisitos que deberán cumplirse para interponer este 
tipo de arbitraje, tal como sí lo hace el arbitraje potestativo causado Artículo 61 – A) del 
Reglamento de la LRCT, cabe precisar que en este caso solo se interpondrá el arbitraje 
potestativo incausado si las partes no hubiesen llegado aún acuerdo. 
Si bien es cierto en el arbitraje potestativo incausado no existe ninguna causal para 
interponer este tipo de arbitraje, tal como lo señala la norma se interpondrá este si las 
partes no han llegado a un acuerdo, en el arbitraje potestativo se somete a la contraparte 
a participar en la resolución de conflicto sin poner resistencia y oponerse a la misma, en 
el proceso arbitral solo se ventilarán conflictos de índole económico. Para Ugaz M. & 
Osorio R. señala que “(…) bajo la figura del arbitraje incausado, un procedimiento 
 
54 Velásquez R, 2015, 401 
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arbitral puede ser procedente incluso cuando no es notoria la existencia de la falta de 
acuerdo entiéndase de primera negociación, o también cuando se verifica actos de mala 
fe promovido para afectar la negociación”53. 
La interpretación que se realiza al artículo 61° del T.U.O. de la Ley de Relaciones 
Colectivas de Trabajo es coherente con la disciplina del derecho Constitucional, los 
Convenios Internacionales y recomendaciones de la OIT en donde cualquiera de las 
partes podrá interponer el arbitraje potestativo a fin de solucionar su controversia cuando 
las partes no logran arribar a una solución en trato directo o en la conciliación. 
VII. 2. Arbitraje potestativo causado (Artículo 61 –A del Reglamento de la LRCT) 
 
Según Velásquez R. “(…) el Reglamento de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo 
establece que luego de tres meses de negociaciones infructuosas, las partes tiene la 
posibilidad de acudir a un arbitraje donde se resuelva su conflicto en lo que no se pudo 
llegar a un acuerdo. Precisando que suele ocurrir que se inician arbitrajes donde 
trasladan asuntos que no estaban en el pliego de reclamos y, por ende, que no pasaron 
a una negociación (…)”54. 
Es decir, en el arbitraje potestativo solo se tratarán los puntos que estaban señalados 
en el pliego de reclamos, lo correcto es que no se pueden generar nuevos puntos 
cuando el conflicto ya se haya ventilado en el arbitraje ya que ello viciaría el mismo. 
El arbitraje de esta naturaleza es el mecanismo de resolución de conflicto donde 
participan, la organización sindical o trabajadores y el empleador o grupo de empleador 
a fin que ambas puedan solucionar su controversia, esta será de la índole económica. 
El arbitraje potestativo causado e incausado, ambos tienen muchos puntos diferentes, 
pero en lo que coinciden es en la resolución de conflictos para así lograr un estado de 
paz orientado a que las relaciones entre empleador y trabajadores sean llevadas de la 
 
53 Ugaz M. & Osorio R, 2015, p.300 
55 Mendoza L, 2014, citado en Carrillo M, 2015, p.233 
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mejor manera, evitando discrepancias en el centro de labores. A continuación una 
diferencia importante. 
Según Mendoza L, 2014, citado en Carrillo M. “(…) existen diferencias entre los 
supuestos de arbitraje regulado por el artículo 61° de la LRCT (al fracaso de la 
negociación directa o conciliación) y el contemplado por el artículo 61°-A (…) 
(reglamento). Precisando que en el inicial solo basta la voluntad de una de las partes 
para que la contraria se vea vinculada a acudir al arbitraje. Siendo que el ultimo su 
procedencia debe ser evaluada inicialmente por el tribunal arbitral que se conforme, lo 
que nos lleva a afirmar que sin esta calificación no podría establecerse la competencia 
arbitral que le correspondería al caso concreto”55. 
VII. 2. 1. Las partes no se ponen de acuerdo en la primera negociación en el nivel 
 
o su contenido. 
 
Según el artículo 61°-A se verifica que se interpondrá arbitraje potestativo cuando las 
partes intervinientes, empleador u organización sindical, no logren un acuerdo dentro de 
la negociación colectiva ya sea en el nivel o contenido de la misma, y esto debe darse 
en la primera negociación. Precisándose que la primera negociación siempre es la más 
difícil en negociar en las relaciones de trabajo. 
El plazo de tres meses se aplica desde la vigencia del Decreto Supremo N° 013-2014 
deberá ser contado a partir del inicio de la negociación, es decir, a partir de la 
presentación del documento que contiene los reclamos ya que así lo determina la LRCT, 
en este mismo término se precisa que no podrá llevarse a cabo el trato directo ya que 
su interpretación podría llevar a situaciones arbitrarias. 
Se interpondrá el arbitraje potestativo por lo tanto si las partes intervinientes en la 
negociación no concretan un acuerdo en la primera negociación de carácter colectiva, 
la misma que puede generarse en su nivel o su contenido como lo señala actualmente 
 
57 Osorio R. 2017, p.83 
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el marco normativo acotado, es de verificar que anteriormente se señalaba que cuando 
no se alcanza acuerdo entre las partes para determinar el nivel de negociación, la norma 
se atribuía por lo tanto esta facultad e imponía a las partes intervinientes que la 
negociación colectiva podía ser llevada a nivel de empresa, lo cual fue descartado 
porque ningún dispositivo legal te puede obligar a negociar en una vía determinada, es 
esta la razón que el arbitraje potestativo deberá resolver el conflicto para que las partes 
puedan llegar a una solución. 
Se ha logrado establecer que se puede recurrir al arbitraje potestativo solo en los casos 
que las partes ya tengan determinado el nivel que corresponderá a la negociación 
colectiva y también si se opta por modificarlo, teniendo en cuenta que estamos ante una 
primera negociación (…)”56. 
VII. 2. 2. Cuando durante la negociación del pliego se adviertan actos de mala fe. 
 
El Decreto Supremo N° 014-2011-TR si bien no determina, explicaba ni conceptualizaba 
que debería entenderse por actos de mala fe durante la negociación colectiva, el artículo 
61°-A daba pocas luces acerca esta determinación y no decía más que estos tienen por 
efecto retrasar el logro de un acuerdo que pueda ser arribado por las partes. 
Precisamente el Ejecutivo al emitir este decreto de la referencia dejaba sin 
conceptualizar lo que serían actos de mala fe. 
Osorio (2017) señala que “La causal está pensada para motivar a las partes a llegar a 
un acuerdo, buscando su predisposición a negociar con propuestas concretas y 
coherente a los acontecimientos” (p.53).57. 
No es sino precisamente hasta la promulgación de la R.M. N° 284-2011-TR, que se 





56 Osorio R,2017,p.50 
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Es por ello, que se establece que la Resolución Ministerial N° 284-2011-TR, señala los 
actos que son considerados actos de mala fe, acotando que pueden ser desarrolladas 
por el empleador o la organización sindical. Los actos de mala fe enunciados no con 
una lista cerrada sino abierta orientada a poder detectar nuevos actos de mala fe que 
no están tipificados en la resolución en mención. 
Según el artículo 54° las partes estarían obligadas a negociar de buena fe y a 
abstenerse de toda acción que pueda resultar lesiva a la contraria, este dispositivo legal 
obliga a las partes a negociar de buena fe como se puede colegir. 
La promulgación de la R.M. 284-2011-TR evidencia por lo tanto aquellas conductas o 
comportamientos de actos de mala fe al que se refiere el artículo 61°-A de la LRCT, no 
siendo las únicas. 
CAPÍTULO VIII 
 
ARBITRAJE POTESTATIVO: ARGUMENTOS EN CONTRA Y A FAVOR. 
 
VIII. 1. Posturas en contra del arbitraje potestativo. 
 
En la doctrina laboral, las dos modalidades son bien controversiales ya que existen 
autores que están de acuerdo con el arbitraje potestativo y otros en contra, a tal punto 
de argumentar que el arbitraje potestativo es de carácter arbitrario debido a que 
contraviene la libre voluntad de las partes ya que el D.L. N° 1007 señala en todo arbitraje 
debe existir la voluntariedad de las partes de participar en este proceso y celebrarse un 
compromiso arbitral entre los que forman parte. 
Mantero (2014) afirma que el arbitraje potestativo tiene contenido impositivo, que difiere 
de la naturaleza voluntaria que caracteriza al arbitraje y solo lo considera procedente en 





58 Mantero E, como se citó en Neyra C, 2014,p.38 
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Según Echaíz (2014) señala además “(…)que es necesario plantear la modificatoria del 
último párrafo del artículo 54°del D.S. N° 010-2003-TR-TUO de la LRCT, en donde se 
establezca una alternativa de solución ante casos de mala fe negocial, obviando la 
alternativa de recurrir al arbitraje potestativo, planteando incluso que las medidas 
adoptadas sean más efectivas ya sea a través de sanciones como es el caso de las 
multa”(p.29). 59. 
Concluyendo doctrinalmente por algunos autores que este arbitraje contraviene la 
negociación voluntaria y libre, muy por el contrario, establecen que tiene mecanismos 
de coacción. 
Cabe precisar que las razones que sustentan algunos juristas especializados en 
derecho laboral en contra son que, en el arbitraje potestativo, las partes lo pueden 
interponer sin que se celebre una cláusula o compromiso arbitral, pero el Decreto 
Legislativo N° 1071 –ley que regula el arbitraje en forma general- señala que deberá 
existir la voluntariedad para que las partes puedan acudir al arbitraje. 
VIII. 2. Posturas a favor del arbitraje potestativo. 
 
Se ampara en la Constitucional y de hecho reconoce que el Estado juega un rol 
importante no solo promoviendo son además que fomenta las diversas formas que 
permiten solucionar las controversias entre las partes en paz social. 
Blancas (2017) como se citó en Osorio R. señala que “la huelga agudiza el conflicto 
laboral “(p.69).60 . Así tenemos que 






59 Echaíz S, 2014, p. 29 
60 Blancas C, como se citó en Osorio R, 2017,p.69 
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Sólo estarán obligadas las empresas que hayan cumplido más de un año, las mismas 
que pueden generar la negociación colectiva. 
Por ello, se afirma que el arbitraje potestativo con los principios de negociación colectiva 
refuerza el derecho de negociación enmarcado en una relación voluntaria y de buena 
fe. 
El arbitraje potestativo como se puede verificar es facultativo o voluntario, así que no se 
impone a las partes, por lo tanto, solo dependerá de las mismas si dejan que el conflicto 
llegue a esta vía heterocompositiva, además dependerá de las partes si desean 
participar en el arbitraje potestativo ya que antes de llegar a este mecanismo han tenido 
como antesala otros mecanismos de solución de conflicto donde han podido solucionar 
el conflicto de manera directa. 
El arbitraje potestativo pone en igualdad de participación a los sindicatos con mayoría 
de trabajadores o minoría de trabajadores. 
CAPÍTULO IX 
 
 EL PROCEDIMIENTO PROCESAL DEL ARBITRAJE POTESTATIVO 
 
IX. 1. El arbitraje potestativo y la huelga. 
 
Si bien la huelga es un derecho que regula la Constitución y por ende es un derecho 
fundamental, se precisa que esta debe realizarse en concordancia con los intereses 
sociales, por ello se dice que es un derecho irrenunciable inherente a los trabajadores 
obreros o empleados. 
La huelga tiene por lo tanto como finalidad obtener un beneficio para el gremio y es una 
forma de presión orientada a tener la atención del empleador y después la razón. Según 
Gactal, “(…) se colige que se puede afectar la producción, mas no la productividad en 
toda huelga” 
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Pudiendo colegirse que los trabajadores u organización sindical no pueden realizar 
actos que afecten a las instalaciones de la empresa es decir por ejemplo hechos 
vandálicos, ni perjudicar las instalaciones del empleador o el trabajo realizado por ellos 
mismos. Precisándose que la huelga solo perjudica la producción, vale decir, esto se 
logra con el abandono de su centro de labores que deberá ser declarada legal, el 
ausentamiento de los trabajadores perjudica la producción. 
Para el inicio del arbitraje de naturaleza potestativa como una forma alternativa de 
resolver controversias es menester que la organización sindical no haya realizado la 
huelga, ya que, de ser así, el sindicato podrá establecer el arbitraje para solucionar la 
litis, si el caso fuera diferente ejecutada la huelga y culminada esta, será facultad del 
empleador si decide someterse al sindicato a arbitraje potestativo. 
El Tribunal Constitucional, en el fundamento 18, del Exp. 2566-2012-AA/TC se refiere al 
arbitraje potestativo y la huelga como opciones alternativas: 
“18. El arbitraje potestativo y la medida de huelga son opciones alternativas, aunque no 
excluyentes, en la vía de la negociación colectiva. Ello equivale a decir que el hecho de 
acudir a una de ellas no convierte en irrealizable la otra (…)” 
En el arbitraje potestativo, no se podrá interrumpir la huelga realizada por el trabajador 
u organización sindical porque ello es considerado dentro del marco de los derechos 
fundamentales. Por lo tanto, los trabajadores u organización sindical no deberán recurrir 
a huelga para poder optar por el arbitraje potestativo. 
El Tribunal Constitucional señala que la Huelga es un derecho legitimo por parte e todos 
aquellos que están afiliados a un sindicato. 
IX. 2. Etapas del proceso arbitral en el arbitraje potestativo. 
 
La regla general es que lo convoque la organización sindical ya que de iniciarlo el 
empleador se corre el riesgo que, con su iniciativa de iniciar el arbitraje, pueda dilatar el 
proceso arbitral. Siendo una excepción la aceptación del empleador a que inicie el 
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arbitraje, esto ocurriría en el caso que el sindicato deja en claro frente a su empleador 
que no se irá a huelga, pero tampoco se le puede exigir ello ya que la huelga constituye 
un derecho fundamental del sindicato. 
La Constitución del Perú fomenta la negociación colectiva y el arbitraje potestativo todo 
ello orientado a evitar que una de las partes intervinientes pueda obstruir el logro de un 
acuerdo, tanto más si para recurrir a este tipo de arbitraje no es necesario la cláusula o 
compromiso arbitral. Cabe precisar que los sujetos directamente involucrados en 
cualquier etapa del proceso arbitral pueden volver a la etapa de la negociación, a no ser 
que los obreros, empleados o el sindicato decidan ir a la huelga, por lo tanto, en este 
caso ya no se podrá ir a la fase de negociación. La huelga es la etapa anterior al 
procedimiento arbitral y sería ilegal que la huelga frustre el arbitraje iniciado por la parte 
empleadora cuando se ha iniciado el procedimiento formalmente y el tribunal arbitral se 
haya instalado. 
IX. 2. 1. Etapa postulatoria. 
 
La etapa postulatoria es el preludio del inicio del arbitraje, con ello también viene como 
ya se ha precisado la elección de árbitros que conformarán el tribunal arbitral, 
generándose la presentación de propuestas finales y estas mismas serán sustentadas 
en una audiencia. 
En el proceso arbitral tienen los intervinientes el plazo de no mayor de cinco días hábiles 
a que puedan escoger sus árbitros, y al omitir lo señalado por la norma, será la Autoridad 
Administrativa de Trabajo quien lo realice por ellos, la contraprestación por los servicios 
de los árbitros lo realiza la parte en quien recaiga su responsabilidad por no escoger a 
sus árbitros. 
Si las partes llegan a un acuerdo durante el procedimiento del arbitraje potestativo para 
que pase a un arbitraje voluntario, ello es permitido ya que en este tipo de forma de 
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solución de conflictos deba prevalecer y resaltar la voluntad de las partes de solucionar 
un conflicto dentro del procedimiento del arbitraje. 
IX. 2. 2. Etapa probatoria. 
 
El Reglamento de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo regula el procedimiento 
arbitral y la etapa probatoria señalando: 
Que, el árbitro o tribunal tienen amplias facultades para solicitar las pruebas que 
considere pertinentes para resolver la controversia en un plazo de 30 días naturales. 
En esta etapa se le otorga al árbitro o tribunal arbitral la total autonomía a que pueda 
recabar todo lo actuado y se le remita todo el medio de prueba ofrecidos por cada uno 
de las partes, aunque estos estén en custodia de terceros, todo ello se hace con la 
finalidad que se puedan examinar los mismos a la vez a fin de emitir un laudo arbitral 
donde se hayan evaluado y comprobado todas las piezas probatorias. 
Precisándose incluso que el plazo puede ser ampliado a un plano no mayor de 60 días. 
 
IX. 2. 3. Etapa resolutiva. 
 
La última etapa en el procedimiento arbitral es la etapa resolutiva, es aquí donde se 
emite un laudo que contiene una decisión de las ofertas finales presentadas por los 
sujetos vinculados, esta decisión se dará en estricto respeto de los plazos y 
procedimientos de la norma laboral vigente. 
En el laudo arbitral solo debe constar en una de las propuestas planteados, pero si esta 
propuesta es extrema, los árbitros deberán atenuar los beneficios de la propuesta 
planteada si esta es excesiva o reducida, todo ello a discernimiento del árbitro. 
Se establece que dentro de los 5 días hábiles de culminada la etapa probatoria, el 
tribunal o arbitro convocará a las partes a fin de darles a conocer el laudo que pone fin 
al procedimiento. 
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Para la entrega del laudo arbitral es de advertir que se no requiere formalizar una 
audiencia, solo bastara saber cómo lo han acordado las partes ya que la entrega del 
laudo puede ser por vía directa o utilizando dirección electrónica, esto es correos 
electrónicos. 
Es decir, a lo que se refiere el artículo 57° del RLRCT, en el laudo arbitral, el árbitro o 
tribunal arbitral tomaran o apoyaran una postura u oferta de alguna de las partes, no 
pudiendo el laudo contener solución distinta planteada por las partes, ni tampoco deberá 
existir la postura mixta o combinar planteamientos, por ello las propuestas presentadas 
deberán ser reales, creíbles, probable y demostrando interés en los árbitros. De existir 
propuestas que a criterio del árbitro son consideradas extremas o exageradas, estos 
deberán atenuar propuestas sobre determinadas condiciones o modificar, aumentar o 
reducir montos a fin que puedan ser de interés para el árbitro. 
Conforme al artículo 65° de la LRCT establece que el laudo no puede señalar una 
solución distinta a la propuesta por las partes. 
IX. 2. 4. Etapa de impugnación. 
 
Esta etapa se inicia concluido el arbitraje, es decir cuando ya el tribunal arbitral ha 
emitido el laudo y este ha sido impugnado, entonces la litis o conflicto ahora se ventilará 
en sede judicial. Según el artículo 59° de la LRCT se podrá interponer este recurso hasta 
el quinto día hábil después que la parte hayan sido notificados el laudo arbitral. 
Cabe señalar que la Nueva Ley Procesal de Trabajo, Ley N° 29497 señala un plazo de 
diez días para poder impugnar el laudo, claro está luego que éste ha sido notificado. 
Por los tanto los procedimientos arbitrales deben desarrollarse en forma sencilla, sin 
formalismos, de manera técnica y con un alumbre jurídico de los procedimientos 
jurisdiccionales. Los árbitros en todo el proceso arbitral deberán actuar investidos con 
justicia, equidad y siendo siempre objetivos conforme a los hechos del caso. Las partes 
pueden volver a negociar en todo el proceso arbitral a menos que ya se haya instalado 
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el tribunal arbitral. Se deberá respetar en todo momento la negociación colectiva y la ley 
siempre apostará por la voluntad de los sujetos intervinientes. 
Otro punto importante en el proceso arbitral es la elección de los árbitros ya que son 
ellos quien o quienes deberán resolver el conflicto y deberán emitir un laudo, las 
personas que cumplen el rol de árbitros y conforman el tribunal arbitral deben ser 
personas integras, de conducta respetable y sobre todo con experiencia y conocimiento 
en negociaciones colectivas. 
CAPÍTULO X 
 
ANÁLISIS DE LOS HONORARIOS ARBITRALES EN MATERIA LABORAL. 
 
Uno temas también relevante es el de los honorarios arbitrales en materia laboral 
regulados por el Decreto Supremo N° 013-2006-TR que modifica el artículo 53° del 
Reglamento de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, el que los regula de carácter 
porcentual, salvo acuerdo diferente de las partes. 
A modo de ejemplo, proponemos el siguiente caso: 
 
Una empresa con más de dos años laborando en el mercado, cuenta con cuarenta 
trabajadores, todos ellos afiliados a un sindicato deciden interponer arbitraje potestativo 
a fin que se aumente los beneficios económicos respecto del año anterior. 
En este supuesto existe 40 trabajadores que según al artículo 53° del RLRCT deberán 
abonar el 10% de la remuneración mínima vital (S/. 930.00), es decir, cada trabajador 
deberá dar S/. 93.00 (Noventa y tres y 0/100 soles) – en el supuesto en el que ambos 
árbitros representados ganaran lo mismo. La retribución del Tribunal Arbitral será (S/. 
104.63) monto que es equiparable a S/ 93.00 por 12.5%. 
El resultado final que tendría que pagar cada trabajador, asciende a la suma total de S/. 
 
197.63 (ciento noventa y siete y 63/100 soles). Dicha cantidad es excesiva u onerosa 
para una persona que gane una remuneración mínima vital. A ello también se le deberá 
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adicionar la contraprestación del arrendamiento donde se llevó a cabo la negociación. 
Esta suma resulta excesiva para que un trabajador vaya a arbitraje. 
Nuestro ejemplo demuestra que el arbitraje en nuestro país es muy oneroso para ser 
llevado a cabo por el sindicato y peor aún si este no es un sindicato conformado por 
varios trabajadores y no cuente con un capital social a fin de cubrir los gastos que 
demanda un arbitraje. El recurrir a este mecanismo de conflicto es inasequible para una 
persona que gane sueldo mínimo porque afectaría su costo de vida. El trabajador 
pensará cautelosamente en ir o no a este tipo de solución de conflicto ya que con solo 
ver los costos de los árbitros sería una desazón del trabajador. Por otro lado, para el 
empleador quien cuenta con recursos económicos y/o solvencia no sería un obstáculo 
o problema recurrir al arbitraje por el poder adquisitivo que posee. 
Por todo lo argumentado proponemos que el arbitraje laboral pueda ser desarrollado en 
el programa “Arbitra Perú” con el apoyo del Ministerio de Trabajo, para aquellos 
sindicatos que no cuenten con el poder económico que requiere un mecanismo de este 
tipo. Ello argumento que, siendo uno de los roles importantes del Estado, favorecer la 
negociación colectiva y la solución de controversias, el Estado debe promover 
programas que ayuden a los trabajadores en buscar la igualdad de condiciones frente 
al empleador para que puedan solucionar un conflicto. 
Según el artículo 4° del Estatuto del Arbitraje Popular del Ministerio de Justicia. 
 
Este programa se debe ampliar en el ámbito laboral, respecto a la solución de conflictos 
laborales, en aquellos casos que el sindicato no sea solvente para iniciar un arbitraje y 
cuando el sindicato se haya constituido recientemente. Es decir, el Estado si reduce 
costos en el arbitraje laboral este podría ser llevado de la mejor manera y no 
desalentaría a los trabajadores en la lucha de buscar sus derechos, o en todo caso, el 
Estado con apoyo del Ministerio de Trabajo podría otorgar un crédito a través de una 
carta de compromiso y una vez culminado el arbitraje, el Estado deberá cobrar el mismo. 
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Respeto de las 2 UIT, los casos que se puede llevar a “Arbitra Perú” son aquellos que 
no superen las 20 UIT, es decir 48 mil soles, propongo que ello no se debería aplicar en 
la solución de controversias laborales, debido a que la naturaleza de solución de 
conflictos no es sobre bienes individuales sino colectivos 
De ser así, y de otorgarse los créditos a los sindicatos por primera y única vez cuando 
estos no cuenten con los recursos económicos y deberá ser prioridad cuando estos se 
hayan formado recientemente. Los dirigentes sindicales no deberán tener denuncia 
contra el Estado y de ninguna índole, tampoco deberá estar en la lista de morosos del 
REDAM o alguna lista de riesgo crediticio, todo ello para asegurar el pago al Estado y 
evitar las defraudaciones. 
En el Ministerio de Trabajo, existe una lista de árbitros registrados pero los honorarios 
de los árbitros son muy inasequibles y para un sindicato sin recursos económicos o que 
recién se está conformando solo desalentaría el arbitraje como mecanismo de solución 
de conflicto. 
El costo del arbitraje en nuestro país es muy oneroso es por ello que proponemos lo 
señalado líneas arriba, a fin que en el Perú exista igualdad de oportunidades entre las 
organizaciones sindicales creadas recientemente y cuando las mismas no cuenten con 









1. El Estado Peruano en amparo al artículo 28° de la Carta Política no puede ser 
ajeno a los conflictos suscitados entre particulares y en función al artículo citado 
se debe afianzar la figura del arbitraje potestativo como un mecanismo de 
solución de conflicto en materia colectiva. 
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2. De acuerdo a la naturaleza del arbitraje potestativo y al desarrollo de lo 
investigado se puede determinar que el plazo idóneo que establece el D. S. 003- 
2006, viabiliza de manera efectiva (3 meses) una alta probabilidad a través de 
las partes pueda arribar a un acuerdo. 
 
 
3. La doctrina nacional concluye efectivamente que la imposición de multas al 
empleador no soluciona de manera efectiva que la negociación colectiva se 
retrase por actuaciones dilatorias surgiendo la imperiosa necesidad que se 
afiance la institución del arbitraje potestativo en la solución de conflictos 
colectivos. El arbitraje potestativo es a la actualidad el mecanismo más idóneo 
para resolver conflictos trayendo consigo la imposición de la otra parte a 




4. El arbitraje potestativo es unilateral porque la ejerce la organización sindical, y 
también es facultativo porque dependerá de ellos recurrir o no a esta forma de 
solución de conflictos. 
 
 
5. El arbitraje laboral es oneroso por lo que se requiere que el Estado amplié las 
funciones de Arbitra Perú a la materia laboral de tal forma que los sindicatos sin 
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